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acometer la siguiente reforma de los Tratados, prevista para 2004. En efecto, 
una de las cuatro tareas que expresamente se atribuyen a la CTG '2004 era 
ocuparse de la función de los Parlamentos nacionales en la arquitectura euro­
pea (vid., una vez más, DOCE C 80, de 1 O de marzo de 2001, pp. 85-86). 

Esta previsión no ha podido evitar, sin embargo, que, como hemos desgra­
nado en líneas anteriores, el papel de los Parlamentos nacionales en los asuntos 
europeos haya aparecido, ocasionalmente, en la CIG'2000. Si bien es cierto 
que dicha cuestión ha surgido siempre al hilo de otras cuestiones, como son la 
determinación del concepto de acto legislativo (y la introducción del referido al 
acto normativo) o la extensión del procedimiento de codecisión y el estableci­
miento de sus límites. Pese a tal carácter derivado o indirecto, las alusiones 
realizadas a los Parlamentos nacionales nos permiten realizar algunas breves 
consideraciones. 

Pero antes debemos reseñar, como primer dato de interés, que ninguna 
referencia se realiza durante la CIG'2000 a la COSAC, porgue podría ser un 
indicio de que los Gobiernos confieren a este foro ele menor interés que el 
demostrado en el Tratado ele Ámsterclam. 

Ateniéndonos ya a los Parlamentos nacionales, debemos fe] icitarnos por­
que las afirmaciones y sugerencias realizados en diversos documentos de la 
Conferencia T ntergubernamental que llevaría a la aprobación del Tratado de 
Niza se mueven en la misma dirección que la hemos adelantado hace algunos 
ai1os y que han siclo retomadas en las primeras líneas del presente estudio. El 
control ejercido por los Parlamentos nacionales y el Parlamento Europeo puede 
concebirse como complementario, en la medida en que sometiendo los actos 
normativos aprobados por mayoría en e l seno del Consejo ele Ministros ele la 
Unión Europea al procedimiento de coclecisión, se asegura que no pueda haber 
ninguna norma comunitaria que no precise ele un imperativo auxilio parlamen­
tario (ya sea estatal, cuando rige la unanimidad en el Consejo de Ministros, ya 
sea, al menos, del Parlamento Europeo, cuando su adopción solamente precisa 
ele una mayoría en aquella Institución comunitaria). 

4. ¿QUÉ HABRÁ TRAS NIZA? ALGUNOS DATOS 
Y OTRAS PREDICCIONES 

Siguiendo e l esquema que hemos desarrollado hasta e l momento, tocaría 
ahora ocuparse de las modificaciones normativas que habrían experimentado 
las distintas normas nacionales que se ocupan de la intervención ele los Parla­
mentos nacionales en los asuntos europeos. Sin embargo, centrado este artículo 
en la CIG" 2000 y en e l Tratado de Niza, nos parece más adecuado dar cuenta 
en este apartado de los acontecí m ientos más recientes acaecidos en la propia 
Unión Europea y realizar, finalmente. alguna consideración suplementaria. por 
más que no sea original. 
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Debemos señalar, ya de entrada, que a diferencia de lo acaecido tras la 
aprobación de los Tratados de Maastricht y de Ámsterdam, las novedades 
normativas producidas en los distintos Estados europeos son muy pequeñas. La 
principal novedad surgida en los ordenamientos constitucionales es, s in ningún 
genero de dudas, la derivada de la aprobación de la Constitución de Finlandia. 
Este nuevo texto, que entró e n vigor el 1 de marzo de 2000, además de recoger 
el derecho de la Asamblea parlamentaria a ser informada de los asuntos inter­
nacionales (artículo 97), destina el precepto anterior a la participación del 
Parlamento en la preparación a nivel nacional de los asuntos de la Unión 
Europea: 

El Parlamento tramita las proposic iones de las normas, acuerdos u otras 
acciones que se decidan en la Unión Europea y que corresponderían en virtud de la 
Constitución a la competencia del Parlamento. 

El Consejo de Estado deberá remitir por escrito al Parlamento las proposicio­
nes previstas en el párrafo anterior inmediatamente después de haber hecho cono­
cimiento de las mismas para que el Parlamento fije su posición. Las proposiciones 
serán tramitadas en la Gran Comisión y en general en una o varias otras Comisio­
nes que le remitirán a aquélla su dictamen. Las proposiciones sobre política exte­
rior y de seguridad serán tramitadas no obstante en la Comisión de Asuntos 
Exteriores. La Gran Comisión o la Comisión de Asuntos Exteriores podrán en 
caso necesario remitir al Consejo de Estado su dictamen sobre la proposición. El 
Consejo de Presidencia podrá decidir poner en debate un asunto de esta naturaleza 
también en el Pleno, en cuyo caso el Parlamento no adoptará sin embargo decisión 
sobre el asunto. 

El Consejo de Estado deberá proveer a las Com isiones pertinentes informa­
ción sobre la tramitación de los asuntos en la Unión Europea. También debe 
comunicar a la Gran Comisión o la Comisión de Asuntos Exteriores la posición 
del Consejo de Estado sobre los asuntos. 

Que ésta sea la única novedad normativa de la que demos cuenta en este 
apartado puede justificarse de diversas maneras. Podría pensarse que la inacti­
vidad producida en las normas estata les que establecen el control ejerc ido por 
los Parlamentos nacionales respecto de la política europea de sus respectivos 
Gobiernos constituye un mero reflejo del silencio del Tratado de Niza sobre el 
tema que nos ocupa. Pero esta explicación debe ser descartada por ser extrema­
damente simplista. Lo que ocurre, a nuestro modo de ver, es que ya se está 
comenzando a producir una cierta uniformidad en el contenido de las normas 
que regulan, al menos, los poderes de las comisiones parlamentarias especiali­
zadas en los asuntos europeos. Si bien es cierto que subsisten en la materia 
algunas diferencias (referidas casi siempre, por lo demás, a la articulación 
orgánica que presentan, especialmente visibles cuando el Parlamento estatal 
tiene una estructura bicameral), los poderes conferidos a unas y a otras suelen 
ser muy parecidos. Si se examina desde esta perspectiva el artículo 96 de la 
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nueva Constitución finlandesa se apreciará que s igue los pasos marcados, en su 
día, por el Folketing danés. 

Si nuestra hipótesis es correcta es posible colegir que la C IG '2004, abierta 
en el momento de escribir estas líneas y que desembocará, previsiblemente, en 
una nueva reforma de los Tratados comuni tarios, no producirá una nueva 
avalancha de reformas nacionales en las distintas regul aciones nacionales refe­
ridas a la materia que nos ocupa . Es c ierto que en el marco de esta CIG se ha 
creado un grupo de trabajo (el IV) sobre el papel de los Parlamentos naciona­
les, y que en e l documento más reciente que conocemos se propone que el 
Proyecto ele Constitución aluda en d iversos preceptos a los Parlamentos nac io­
nales (hacernos referencia al Doc. CONY 724/03, de 24 de mayo, en el que el 
Praesidium dirige a la Convención e l Volumen l del Proyecto de Constitución): 
artículos 1-9.3 - relacionado con el principio de subsidiariedad-; I-1 7.2 - so­
bre el principio de flexibilidad-; 1-41.2 -sobre el espacio de libertad, seguri­
dad y justicia-; 1-45.2 -donde se establece la responsabilidad de Jos Gob ier­
nos estatales frente a s us Parlamentos nacionales- ; X.4 (tras e l I-51) -en el 
que se indica que el nuevo Congreso de los Pueblos de Europea, foro parla­
mentario que se reunirá, como mínimo, una vez al año, estará formado en sus 
dos terceras partes por representantes de los Parlamentos nacionales-; 1-57.2 
- en el que se establece que se informará a los Parlamentos nacionales de los 
Estados que hayan cursado solicitud de integrarse en la Unión Europea-; y un 
muy interesante Proyecto de Protocolo sobre el Cometido de los Parlamentos 
nacionales en la U nión Europea. 

Aunque el examen de este documento, y de la propia documentación que 
ha surgido, al hilo de la CIG'2004, sobre los Parlamentos nacionales. es muy 
interesante, supera, lamentablemente, los objetivos que han presidido la e labo­
ración del presente estudio. Algunas refl ex iones se han vertido ya en relación 
con los trabajos acometidos por la C IG"2004 en esta materia, y tal aná li sis 
deberá ser completado en su día, cuando, en su caso, se formalice la aproba­
c ión de la reforma de los Tratados. Si podemos adelantar ya, a título de inven­
tario y a expensas de un examen más detenido ele los preceptos que acabamos 
de citar, que parece acertada la visión que se maneja en el proyecto de Consti­
tución europea, salvo en Jo referido a la creación ele una nueva instanci a de 
representación colegiada de los Parlamentos nacionales. Con esta excepción, 
los restantes preceptos pretenden facilitar la transmisión de documentos a los 
Parlamentos nacionales o garantizar que se produzca un plazo razonable entre 
la impulsión de una propuesta normativa en el seno de la UE y su adopción, 
posibili tando así que pueda producirse un contro l por parte del Parlamento 
nacional. Estas previsiones no pierden de vista que no puede irse más allá en la 
regulación de las normas comun itarias, porque afectan a un órgano constitucio­
nal, y contribuyen a facilitar e l control que, en su caso, los Parlamentos nac io­
nales puedan y quieran ejercer sobre la política europea de su respectivo go­
bierno. 
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Habrá que esperar, en todo caso, para ver si estas propuestas se integran 
finalmente en Jos Tratados comunitarios y eva luar, entonces, su contenido, 
alcance y acierto. Mientras esto ocurra es conveniente realizar una última 
consideración, con Ja que ya poníamos fin al trabajo al que acabamos de hacer 
referencia. Aunque incurrimos en el riesgo de reiterar lo ya escri to, es de 
j usticia hacer notar que la convergenc ia real del contenido de las normas 
estatales que establ ecen los poderes de control de los Parlamentos nacionales 
sobre la actuación europea de sus respectivos gobiernos no supondrá, necesa­
riamente, que el control efectivamente desplegado por cada uno de ellos pre­
sente simil ar efectividad e intensidad. 

Lo que queremos significar es que la previsión normativa de unos poderes 
no supone, como es obvio, que se ejerzan de facto. Son los Parlamentos los que 
deben luchar, políticamente, por recuperar el protagonismo que han perdido en 
su fun ción legislativa. El Parl amento abanderado en esta materia ha sido, sin 
ningún genero de dudas, e l francés. La Délégation pour l 'Union Européenne 
de una y otra Cámara han defendido en diversas ocasiones (y, a veces, de forma 
contradictoria entre sí) un reforzamiento de sus poderes efectivos de control 
sobre los asuntos europeos, ya se ejerzan estos de forma individual o colegiada. 
El act ivismo francés, en e l que subyace e l profundo respeto que el Parlamento 
les merece, concebido como órgano e insti tución, contrasta con la poca impor­
tancia conferida a esta cuestión en otros Estados miembros, como son España o 
Ita li a. No es que no se hayan producido igualmente en estos países avances 
form ales en las técnicas de control parlamentario ejercido sobre la política 
europea de los respectivos gobiernos, sino que ni han sido sentidos como una 
neces idad real ni, consecuentemente, han provocado un reforzamiento efectivo 
del poder del Parlamento. En cierta medida, el control que los Parlamentos 
nacionales puedan ejercer en el futuro guarda una relación di rectamente pro­
porcional con su convicción en ocupar el lugar que constitucionalmente les 
corresponde. 

5. BIBLIOGRAFÍA SUMARIA 

El esquema seguido en el presente estudio ya fue adelantado por e l au tor de estas 
líneas en otro artículo previo, realizado a l hilo de la reforma francesa operada por la 
Ley constitucional 99-49, sobre «Las implicaciones constitucionales del proceso euro­
peo de integración: el Tratado de Ámterdam y la Constitución francesa», que fue 
publ icado en la Revista de Estudios Políticos 108 (abri l/junio 2000), pp. 293-306. En 
las líneas previas se ha pretendido articular, de forma mucho más detallada, ese diálogo 
producido entre los Tratados comunitarios y las Constituc iones estatales. Para lograr tal 
fi n ha sido preciso traducir d iversos textos comunitarios y estatales. En general, nos 
hemos val ido para ello o bien de traducciones contenidos en sitios web de referencia 
(así, por ejemplo, la versión caste llana de la consti tuc ión portuguesa puede consultarse 
en el dominio del parlamento portugués -www.parlamento.pt-), o de alg unas real iza­
das por el propio autor de estas líneas. Debe destacarse que la correspondiente al 
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artículo 23.e) de la Const itución austriaca ha s ido realizada por Mariano DARANAS 
PELÁEZ, y extraída de su libro, editado con Francisco RUBIO LLORENTE, sobre Co11stit11-
cio11es de los Estados de la Unión Europea (Ariel. Barcelona, 1997, p. 57). En ese 
libro puede consultarse el magnífico estudio del profesor Rumo LLORENTE sobre «El 
const itucionalismo de los Estados integrados de Europa», al que se ha hecho igualmen­
te referencia. 

La labor de documentación se ha rea lizado vis itando casi todas las páginas de los 
Parlamentos nacionales de los Estados que son, e n Ja actualidad, miembros de la Unión 
Europea (se encuentran enlaces desde la página web del Congreso de los Diputados 
-www.congreso.es-) y nos ha sido igualm ente útil el informe elaborado por David 
TRAVERS, asistido por Hanneke Coppolecchia y Allan Toml ins, para el European Cen­
tre for Parliamentary Research and Documentation sobre European Affairs Commit­
tees (Bruselas, mayo 2002). 

Por lo que toca al contenido del trabajo, muchas afirmaciones se han realizado de 
forma incondicional. Tal decisión no se debe, bueno es advert irlo, a la indubitada 
convicción del autor, s ino a que éste ha pretendido no reabrir cuestiones que habían 
sido tratadas con más detalle en otros lugares. Especial re lieve presenta, por su exten­
sión, su estudio sobre Parlamentos nacionales y Derecho co11u111itario derivado (Cen­
tro de Estudios Políticos y Constitucionales. Madrid, 1998). Ya en aquél estud io se 
partía de la concepción del Parlamento como órgano e Institución, que había s ido 
defendida anteriormente por Manuel ARAGÓN REYES en su «Prólogo» al libro de Pa lo­
ma B1G1.INO CAMPOS sobre Los vicios en el procedimie1110 legislativo - Centro de 
Estudios Constitucionales. Madrid, 1991, pp. 10 ss.-. 

Fi nalmente, los documentos de la CTG '2000 pueden consultarse directamente e n 
internet (h11p://db.consilium. eu.int/cig/search.asp), como ocurre también con los gene­
rados en la CTG '2004 (http://europea11-co11ventio11.e11.i11t). Con ocasión del número 
monográfico de la Revista de Es1udios Políticos dedicado al estudio de la reforma de la 
Unión Europea a111e la cita de 2004 (número 119, enero/marzo 2003), el autor ele estas 
líneas, que ya concluyen, ha realizado un primer balance de los documentos generados 
en el seno de la Convención sobre la implicación de los Parlamentos nacionales, en 
«Parlamento Europeo y Parlamentos nacionales: doble legitimidad en el marco de la 
Unión Europea», pp. 191-220. 
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